Protección a denunciantes de actos de corrupción

​​​​​________________________________________________________________________________________

DIAGNÓSTICO RELATIVO AL SISTEMA O PROGRAMA

DE PROTECCIÓN A DENUNCIANTES DE ACTOS DE CORRUPCIÓN

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN EL SALVADOR

1. 
Presentación

El presente documento contiene un diagnóstico de la situación en El Salvador del desarrollo de la medida preventiva contenida en el artículo III de la Convención Interamericana contra la Corrupción, relativa al sistema o programa de protección a denunciantes de actos o conductas que configuren hechos de corrupción en la administración pública.

Se hizo un rastreo de los principales instrumentos legales que se relacionan con la Convención, y que guardan o deberían guardar relación con un programa de protección a testigos, víctimas o denunciantes de delitos, incluidos los constitutivos de actos de corrupción.

Como se verá el desarrollo legal pertinente es mínimo, por lo que existe mucho por hacer en esta materia.

En la elaboración de este documento se han tratado de respetar los términos de referencia señalados, sobre todo a las interrogantes que en los mismos se plantean. Si no existe una referencia específica sobre alguna pregunta que se indica en los términos de referencia, es porque su respuesta es negativa ya que no existe referencia legislativa; sin embargo, se queda a la espera de cualquier ampliación o explicación que se tenga a bien solicitar.

2.
La Convención Interamericana contra la Corrupción

La Convención Interamericana contra la Corrupción fue suscrita en la ciudad de Caracas, República de Venezuela, el día 29 de marzo de 1996. Fue aprobada por Acuerdo Ejecutivo en el ramo de Relaciones Exteriores número 566, de fecha 24 de junio de 1998, y ratificada en todas sus partes por Decreto Legislativo número 351, de fecha 9 de julio de 1998, publicado en el Diario Oficial número 150, tomo número 340, de fecha 17 de agosto de 1998. Por lo que es un instrumento legal vigente en El Salvador.

La Convención tiene como objetivos promover y fortalecer el desarrollo de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción; así como promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados partes a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio (Art. II de la Convención).

En consecuencia, se pueden distinguir medidas de prevención, de detección, de sanción y de erradicación de actos de corrupción, de actos de soborno transnacional y de actos de enriquecimiento ilícito en la administración pública.

Dentro de las medidas preventivas que señala el Art. III de la Convención, se tienen aquellas tendentes a crear, mantener y/o fortalecer sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con la Constitución y los principios fundamentales del ordenamiento jurídico interno de los Estados partes.

Esta última medida preventiva es la que circunscribe el objeto de este diagnóstico.

3.
Análisis de los cuerpos normativos nacionales

Se han identificado, dentro de la legislación salvadoreña, los siguientes cuerpos normativos relacionados con el combate de la corrupción:

· Código Penal

· Código Procesal Penal

· Ley Orgánica Judicial

· Ley Orgánica del Ministerio Público

· Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil

· Ley contra el Lavado de Dinero y Activos

· Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos

· Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas

· Ley Represiva del Contrabando de Mercaderías y de la Defraudación de Renta de Aduanas

· Ley de Bancos

· Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial

· Ley de la Corte de Cuentas de la República

· Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado

· Disposiciones del Presupuesto General

Además se ha ubicado el siguiente proyecto:

· Diseño e implementación de un Programa de Protección a Testigos y Víctimas de Delitos (Comisión Coordinadora del Sector de Justicia)

3.1
Código Penal

El Código Penal de El Salvador fue aprobado por Decreto Legislativo número 1030, de fecha 26 de abril de 1997, publicado en el Diario Oficial número 105, tomo número 335, de fecha 10 de junio de 1997. Habiendo entrado en vigencia a partir del día 20 de abril de 1998.

El Código Penal está dividido en tres libros. El libro primero dedicado a la parte general, es decir a aquellas disposiciones de aplicación o con efectos en todo el sistema penal; el libro segundo dedicado a la parte especial, de los delitos y sus penas, o sea al establecimiento de las conductas disvaliosas socialmente y su castigo; y el libro tercero que contiene la parte especial de las faltas y sus penas, es decir aquellos hechos punibles cualitativamente de menor importancia que los delitos.

El Código Penal cumple, entre otras, una función primordial que consiste en el señalamiento de las conductas prohibidas y la sanción que se impondría en el supuesto de su realización. En consecuencia, dentro de este cuerpo normativo se encuentran supuestos de hecho que se ubican dentro del ámbito de aplicación de la definición de acto de corrupción. Es más dentro del Título XVI de los delitos relativos a la Administración Pública, Capítulo II de la corrupción, artículos 325 y siguientes del Código Penal, se encuentran estos supuestos, ellos son: Peculado (doloso y culposo), Concusión, Negociaciones Ilícitas, Exacción, Cohecho (propio e impropio), Malversación, Enriquecimiento Ilícito e Infidelidad en la Custodia de Registros o Documentos Públicos. Incluidos los delitos que puedan cometer particulares en contra de la Administración Pública.

Debido a esta función que se menciona, es que quizás no se encuentra ninguna disposición legal dentro de este cuerpo normativo que se refiera a un sistema o programa de protección a testigos, denunciantes o víctimas de delitos, incluidos los que pudieren constituir actos o conductas de corrupción.

3.2. Disposiciones Penales Especiales

No sólo en el Código Penal se establecen las conductas que legislativamente se determinan como delitos. También existen una serie de leyes especiales en las que se contienen también conductas disvaliosas. Esas leyes son: Ley Represiva del Contrabando de Mercaderías y de la Defraudación de la Renta de Aduanas, Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos, y Ley de Bancos.

3.2.1 Ley Represiva del Contrabando de Mercaderías y de la Defraudación de la Renta de Aduanas

La Ley Represiva del Contrabando de Mercaderías y de la Defraudación de la Renta de Aduanas fue aprobada por Decreto Ejecutivo número 173, de fecha 26 de julio de 1961, publicado en el Diario Oficial número 147, tomo número 192, de fecha 16 de agosto de 1961. Vigente luego de ocho días de publicada.


Esta ley establece los delitos de contrabando de mercaderías y de la defraudación de la renta de aduanas. Además dispone las sanciones con que se castigarán estos delitos. Contiene también disposiciones procesales que han sido modificadas a partir de la vigencia del actual Código Procesal Penal (20 de abril de 1998). En cuanto a protección de testigos y/o denunciantes no se establece nada en esta ley.

3.2.2 Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas

La Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas fue aprobada por Decreto Legislativo número 728, de fecha 5 de marzo de 1991, publicado en el Diario Oficial número 52, tomo número 310, de fecha 15 de marzo de 1991. Vigente luego de ocho días de publicada.


Esta ley tiene por objeto normar las actividades relativas a las drogas, por ello contiene disposiciones penales y procesales penales. Sobre el tema de este documento, en esta ley no existen disposiciones sobre protección de testigos y/o denunciantes de delitos.

3.2.3 Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos

La Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos fue aprobada por Decreto Legislativo número 2833, de fecha 24 de abril de 1959, publicado en el Diario Oficial número 87, tomo número 183, de fecha 18 de mayo de 1959.

Esta ley tiene por objeto establecer los supuestos de enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados públicos y los procedimientos para sancionarlos. En cuanto a disposiciones sobre protección a testigos y/o denunciantes de estos delitos, no se señalan en esta ley.

3.2.4 Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos

La Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos fue aprobada por Decreto Legislativo número 498, de fecha 2 de diciembre de 1998, publicado en el Diario Oficial número 240, tomo número 341, de fecha 23 de diciembre de 1998.


La presente ley tiene por objeto prevenir, decretar, sancionar y erradicar el delito de lavado de dinero y de activos, así como su encubrimiento. Para ello señala los supuestos de hecho de estos delitos y sus sanciones correspondientes. De igual manera establece procedimientos especiales para su investigación.


En cuanto al tema de este documento es importante señalar que la Ley contra el Lavado de Dinero y de Activos, crea un patrimonio especial que se formará con la liquidación de los bienes comisados de ilegítima procedencia. Entre las actividades que se financiarán con dicho patrimonio se encuentra un programa de protección a testigos, que se restringe a los casos de lavado de dinero y de activos; no obstante, al implantarse en el sistema de administración de justicia podría ser aplicable a los casos de testigos y/o denunciantes de actos de corrupción. Así dice el texto del artículo 23 de la ley en comento:


“Art. 23.- Créase un patrimonio especial al que se le asignarán recursos provenientes de la liquidación de los bienes comisados de ilegítima procedencia destinados a financiar las siguientes actividades:

a) Reforzar financieramente las instituciones del Estado encargadas de combatir el narcotráfico, lavado de dinero y de activos;

b) Al programa de protección de testigos, en la investigación de actividades delictivas relacionadas al lavado de dinero y de activos;

c) Otorgamiento de recompensas a personas particulares que hayan contribuido eficazmente al descubrimiento del delito de lavado de dinero y de activos debidamente comprobado;

d) Programas de rehabilitación de personas víctimas de la drogadicción; y,

e) Programas sociales relacionados con la prevención de la drogadicción infantil y juvenil.

La liquidación de dichos bienes valores o activos se hará en pública subasta, de conformidad a lo establecido en la Ley de Almacenaje, salvo que dichos bienes o equipos sirvan para fortalecer a las instituciones en el combate del delito de lavado de dinero y de activos, en ese caso serán asignados a éstas de acuerdo a los procedimientos que establezca la UIF en su reglamento.


En el caso de que los dineros, ganancias, objetos, vehículos o valores empleados en la ejecución del delito de lavado no fuere propiedad del implicado, será devuelto a su legítimo propietario cuando no resultare responsabilidad para él, siempre y cuando demuestre su legítima procedencia.”

La UIF es la Unidad de Investigación Financiera de la Fiscalía General de la República, encargada de la investigación de los casos de lavado de dinero y de activos.

3.2.5 Ley de Bancos

La Ley de Bancos fue aprobada por Decreto Legislativo número 697 de fecha 2 de septiembre de 1999, publicado en el Diario Oficial número 181, tomo número 344, de fecha 30 de septiembre de 1999.


La Ley de Bancos tiene por objeto regular la función de intermediación financiera y las otras operaciones realizadas por los bancos.


Esta ley establece las conductas que se pueden realizar en las actividades financieras y son constitutivas de delitos, por ejemplo: la captación ilegal de fondos, omisiones de aviso, administración bancaria fraudulenta, etc.


Respecto de un sistema de protección a testigos y/o denunciantes no se establece disposición alguna.

3.3
Código Procesal Penal


Consideraciones procesales previas

Para efectos de un mejor entendimiento del presente documento, se torna necesario establecer algunos conceptos fundamentales sobre aspectos procesales utilizados en la legislación salvadoreña.


Victima. Se considera víctima: a) al directamente ofendido por el delito; b) al cónyuge, al compañero de vida o conviviente, al hijo o padre adoptivo, a los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad y al heredero testamentario, en los delitos cuyo resultado sea la muerte del ofendido; c) a los socios, respecto a los delitos que afecten a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administren o controlen, o sus gerentes, o por quienes dirijan o administren una sociedad controlada, controlante o vinculada; y, c) a las asociaciones, en aquellos delitos que afecten intereses colectivos o difusos, siempre que el objeto de la asociación se vincule directamente con esos intereses.


Denunciante. Es la persona que manifiesta a las autoridades, de forma verbal o por escrito, la noticia o aviso que posee sobre la perpetración de cualquier delito de acción pública. No existe un plazo específico para denunciar.


Obligación de denunciar. El Código Procesal Penal exige, en el artículo 229, que la persona que ha presenciado la perpetración de cualquier delito de acción pública, está obligado a ponerlo en conocimiento de las autoridades. La denuncia es potestativa si el conocimiento se origina en noticias o informes. No obstante, tienen particular obligación de denunciar las siguientes personas: a) los funcionarios que conocen la existencia de un delito en el ejercicio de sus funciones; b) los médicos, farmacéuticos, enfermeros y demás personas que ejerzan profesiones relacionadas con la salud, que conozcan de delitos al prestar auxilios de su profesión, salvo que se trate de un secreto profesional; c) las personas que por disposición de la ley, de la autoridad o por un acto jurídico, tengan a su cargo el manejo, la administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una institución, entidad o persona, respecto de delitos cometidos en perjuicio de ésta o de la masa o patrimonio puesto bajo su cargo o control, siempre que conozca el hecho con motivo del ejercicio de sus funciones, salvo que se trate de delitos que no afecten gravemente los bienes (Art. 232 del Código Procesal Penal).

Contenido de la denuncia. La denuncia puede ser presentada en forma escrita o verbal, personalmente o por medio de mandatario, incluso con poder general. Si es verbal la denuncia, ésta se hará constar en acta. En todos casos la denuncia debe contener, en cuanto sea posible, lo siguiente: a) la relación circunstanciada del hecho; b) indicación de partícipes, perjudicados, testigos y demás elementos que puedan conducir a la comprobación del hecho, así como a su calificación legal; c) identificación del denunciante.


Prohibición de denunciar. No pueden denunciar las siguientes personas: a) el descendiente en contra de su ascendiente o éste contra aquél; b) el marido contra la mujer o viceversa; c) hermanos contra hermanos; d) adoptante contra adoptado o viceversa; e) compañero de vida contra su conviviente. Se exceptúan los casos cuando la denuncia comprende delitos cometidos contra el denunciante o contra personas que legalmente represente o cuyo parentesco con él sea igual o más próximo que el que lo liga con el denunciado.


Responsabilidad del denunciante. El denunciante no será parte en el procedimiento, no incurre en responsabilidad alguna salvo cuando las imputaciones son falsas. Además cuando la denuncia es calificada por el juez competente como temeraria o falsa, se le imponen el pago de las costas procesales. Los casos de denuncias falsas son constitutivos de delito, así lo dispone el Código Penal:


“Denuncia o acusación calumniosa

Art. 303.- El que denunciare o acusare a una persona ante autoridad judicial, como autor o partícipe de un delito a sabiendas de que es inocente, será sancionado con prisión de uno a tres años.


En la misma sanción incurrirá el que diere aviso a al autoridad judicial, a la Fiscalía General de la República o a los órganos auxiliares, imputando a otro haber cometido un delito, a sabiendas de que es inocente.”


“Simulación de delitos


Art. 304.- El que denunciare ante funcionario judicial o cuerpo de seguridad que tenga obligación legal de proceder a la investigación, un delito imaginario o simulare pruebas materiales en apoyo de la simulación, sin culpar a persona alguna determinada, pero con el propósito de que se inicie un procedimiento judicial o policial para la averiguación del hecho simulado, será sancionado con prisión de seis meses a un año.”


Querellante. Cuando la víctima quiere participar en el procedimiento, ayudando al fiscal a investigar y a acusar, solicita participar como querellante. Dicha actuación la debe realizar a través de mandatario especial (abogado). También puede solicitar ser querellante, aunque no sea víctima, cualquier persona en los casos de delitos cometidos por funcionarios públicos o que impliquen una violación directa a los derechos humanos.


El Código Procesal Penal

El Código Procesal Penal fue aprobado por Decreto Legislativo número 904, de fecha 4 de diciembre de 1996, publicado en el Diario Oficial número 11, tomo número 334, de fecha 20 de enero de 1997. Este instrumento legal entró en vigencia a partir del 20 de abril de 1998.

El Código Procesal Penal está formado por cinco libros, a saber: libro primero “Disposiciones Generales”, libro segundo “Procedimiento Común”,  libro tercero “Procedimientos Especiales”, libro cuarto “Recursos”, libro quinto “Ejecución”.

Este cuerpo normativo no contempla un sistema o programa para la protección a testigos, denunciantes o víctimas de delitos, incluidos los que pudieren constituir actos o conductas de corrupción. Sin embargo, se constituye en este instrumento legal la base a partir de la cual se puede diseñar y construir un sistema de protección como el que nos ocupa, ya que en el número 11 del artículo 241 se establece como obligación de la Policía Nacional Civil el brindar tal protección. Así reza tal disposición:


“Art. 241.- Los oficiales y agentes de la policía tendrán las atribuciones y obligaciones siguientes: (...)

11) Auxiliar a la víctima y proteger a los testigos.”

Si bien la disposición citada no hace referencia a los denunciantes por delitos (incluidos los actos de corrupción), el artículo 100 del Código Procesal Penal establece que aun cuando se ostente la calidad de querellante se debe declarar como testigo; el artículo 100 señalado dispone lo siguiente:


“Art. 100.- La intervención como querellante no eximirá de la obligación de declarar como testigo.”


Se reitera que el Código Procesal Penal no desarrolla un sistema o programa de protección para testigos, denunciantes o víctimas de delitos; no señala el alcance de tal protección, ni las medidas protectoras que se pueden adoptar; sin embargo, contiene el fundamento jurídico a partir del cual se puede institucionalizar un programa de esta índole.

3.4
Ley Orgánica Judicial

La Constitución de la República de El Salvador establece que el único órgano al que le corresponde la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, en lo que atañe a los delitos es el Órgano Judicial (artículo 172). No pudiéndose delegar esta función. El instrumento legal que rige al Órgano Judicial es la Ley Orgánica Judicial.

La Ley Orgánica Judicial fue aprobada por Decreto Legislativo número 123, de fecha 6 de junio de 1984, publicado en el Diario Oficial número 115, tomo número 283, de fecha 20 de junio de 1984.


Esta ley está integrada por trece títulos, que comprenden: las autoridades judiciales, el régimen de los tribunales, las atribuciones de los tribunales, los demás funcionarios y empleados judiciales, las precedencias de las autoridades judiciales, los trajes e insignias de las autoridades judiciales, las honras fúnebres, el recibimiento y la autorización de los abogados y de los notarios, la división territorial de los tribunales, las disposiciones generales y las disposiciones transitorias.


Para efectos de este documento la Ley Orgánica Judicial no contiene disposiciones referentes a un sistema de protección de testigos, víctimas o denunciantes de delitos, incluso los constitutivos de actos de corrupción. Las únicas disposiciones que guardan relación con la Convención Interamericana contra la Corrupción, es el capítulo pertinente a la sección de probidad de la Corte Suprema de Justicia. El artículo 114 de la Ley Orgánica Judicial señala lo siguiente:


“Art. 114.- Corresponde al Jefe de la Sección de Probidad:


1º
Recibir las declaraciones a que se refiere el Art. 3 de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos y dar cuenta a la Corte Suprema de Justicia de las infracciones a la obligación que dicha disposición impone;


2º
Clasificar y guardar en un archivo especial las declaraciones, manteniéndolas en reserva;


3º
Informar a la Corte Suprema de Justicia cuando del examen de las declaraciones aparecieren indicios de enriquecimiento ilícito contra algún funcionario o empleado público, para los efectos del Art. 9 de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos;


4º
Las demás que la ley le imponga.”

3.5
Ley Orgánica del Ministerio Público

De conformidad con el ordinal tercero de la Constitución, corresponde al Fiscal General de la República, dirigir la investigación del delito con la colaboración de la Policía Nacional Civil. El Código Procesal Penal regula las relaciones procesales entre estos dos organismos.

La Ley Orgánica del Ministerio Público fue aprobada por Decreto Legislativo número 603, de fecha 4 de marzo de 1952, publicado en el Diario Oficial número 54, tomo número 154, de fecha 18 de marzo de 1952.

Esta ley regula las funciones y atribuciones de la Fiscalía General de la República y de la Procuraduría General de la República. En lo que respecta a la protección de testigos, víctimas o denunciantes de delitos no se tiene en este cuerpo normativo ninguna previsión específica.

3.6
Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil

La Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil fue aprobada por Decreto Legislativo número 269, de fecha 25 de junio de 1992, publicado en el Diario Oficial número 144, tomo número 316, de fecha 10 de agosto de 1992.


En esta ley se regulan las funciones y atribuciones de la Policía Nacional Civil. En lo atinente a la protección de testigos, víctimas o denunciantes de delitos, incluidos los constitutivos de actos de corrupción, el artículo 17 de esta ley establece que será la División de Protección de Personalidades, la que brindará dicha protección. Así reza el artículo 17 mencionado:


“Art. 17.- La División de Protección de Personalidades se encargará de la custodia y escolta de altos funcionarios del Estado, de dignatarios extranjeros que estén de visita en el país; y de otras personas, a partir de decisiones del Gobierno o de los Tribunales; así como de la custodia de los edificios públicos, de las sedes de misiones diplomáticas y de organismos internacionales.”

Esta es la única referencia que sobre el tema se puede encontrar en la Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil.

La protección señalada en el artículo 17, es desarrollada en la denominada “Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial”.

3.7
Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial

La Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial fue aprobada por Decreto Legislativo número 572, de fecha 16 de junio de 1993, publicado en el Diario Oficial número 133, tomo número 320, de fecha 15 de julio de 1993. Vigente después de ocho días de publicada.


Esta ley no prevé de manera expresa la protección de testigos, víctimas o denunciantes de delitos; sin embargo, se pueden incluir, por vía de una interpretación extensiva, armonizando lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil y lo que regula la Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial, ya que el artículo 17 incluye junto a altos funcionarios de Estado y dignatarios visitantes a personas que se les brindará protección por decisiones del Gobierno o de los Tribunales. Además el considerando III de la Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial señala que esta ley se ha dado porque “se considera necesario dar regulaciones especiales para la protección de personas sujetas a alto riesgo”.


El artículo 1 de la ley de protección dispone las personas que pueden gozar de la protección, para ello estipula:


“Art. 1.- Gozarán de medidas de protección especial, las personas que en razón del cargo, posición o actividad que desempeñan u ostentan, y aquellas personas que a consecuencia de la finalización definitiva del conflicto armado, y por el rol que desempeñaron y la relevancia del mismo, puedan convertirse en objetivos potenciales de agresiones o atentados contra sus vidas, las de sus familiares o sus bienes.


Se consideran siempre para los efectos de esta ley, como personas de alto riesgo, quienes hayan desempeñado los cargos de Presidente de cualquiera de los Órganos fundamentales del Estado y del Vicepresidente de la República. Esta protección será de por vida.”

El artículo 2 establece el procedimiento administrativo que se debe seguir para otorgar la protección especial:


“Art. 2.- Las personas que de conformidad al artículo anterior deseen gozar de protección especial, deberán solicitarlo por escrito al Director General de la Policía Nacional Civil, expresando las razones en que fundamenta su petición. La solicitud será resuelta, previa consulta al Fiscal General de la República y calificación de los motivos expuestos, en un término no mayor de tres días.


En caso de denegatoria a la pertinente solicitud, el peticionario podrá apelar al nivel jerárquico superior del Director de la Policía Nacional Civil.


El Director de la Policía Nacional Civil, tendrá la facultad de asignar protección a las personalidades extranjeras que visitan el país, de acuerdo a normas razonables y criterios técnicos que a su efecto deberá emitir.


En los casos a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, bastará la petición del interesado y el Director General de la Policía Nacional Civil está en la obligación de otorgarle protección especial, sin necesidad de audiencia al Fiscal General de la República.”

En el artículo 3 se señalan las medidas de protección especial que puede brindar la Policía Nacional Civil:

“Art. 3.- Las medidas de protección especial comprenderán:

a) Personal de seguridad continua para la persona y su lugar de residencia, en los términos que se definen en el artículo siguiente;

b) Facilidades en los trámites para la obtención de equipos o recursos técnicos específicos para protección, y

c) Asesoría en materia de seguridad personal.”

En los artículos 4 y 5 se disponen el número de miembros de la Policía Nacional Civil que se asignarán y las condiciones de tal asignación:


“Art. 4.- La persona beneficiaria de medidas especiales de seguridad, tendrá derecho a que se le asignen para prestarle protección, hasta un máximo de cuatro miembros de la Policía Nacional Civil.


En aquellos casos y circunstancias en que el beneficiario necesite un número mayor de elementos de seguridad, deberá solicitar autorización al Director General de la Policía Nacional Civil, quien evaluando las razones que expusiere, resolverá dentro de tercero día, determinando el número adicional con relación al riesgo de que se trate, así como el tipo y número de armas que estos elementos deberán utilizar.


En todo caso, la persona beneficiaria tendrá derecho a:

1. Que los miembros de la Policía Nacional Civil que se le nombren para su seguridad, sean en los que él confíe y consienta.

2. A que no se le cambien, sin su consentimiento.”

“Art. 5.- Corresponderá al beneficiario el pago de los servicios de aquel personal que en calidad de supernumerario se le haya asignado, en el caso previsto en el inciso segundo del artículo anterior.

El personal que ostente la calidad de supernumerario de la Policía Nacional Civil, quedará sujeto al cumplimiento de los requisitos y supervisión que se establecen en la Ley de Entidades de Seguridad Privada.”
El Director General de la Policía Nacional Civil tiene un deber de garante de la protección que se brinda, así lo establece el artículo 6 de la ley:


“Art. 6.- Al Director General de la Policía Nacional Civil, corresponderá velar porque las medidas de protección especial autorizadas, sean cumplidas conforme lo establecido en esta ley.”

La ley prevé la promulgación, por parte del Presidente de la República, de un reglamento que desarrolle las previsiones legales. Hasta la fecha tal reglamento no ha sido emitido.

3.8 Disposiciones presupuestarias y de control financiero

3.8.1 Ley de la Corte de Cuentas de la República y Reglamentos

La Ley de la Corte de Cuentas de la República fue aprobada por Decreto Legislativo número 498, de fecha 31 de agosto de 1995, publicado en el Diario Oficial número 176, tomo número 328, de fecha 25 de septiembre de 1995.


La Corte de Cuentas de la República es el organismo encargado de la fiscalización de la Hacienda Pública en general y de la ejecución del presupuesto en particular, así como de la gestión económica de las entidades públicas.


La Corte de Cuentas puede declarar tres tipos de responsabilidad para los funcionarios públicos: responsabilidad administrativa, responsabilidad patrimonial y responsabilidad penal, así como las sanciones para las dos primeras clases de responsabilidad.


La Ley de la Corte de Cuentas de la República no contiene disposiciones relativas a un programa de protección a testigos y/o denunciantes de actos que impliquen alguna de las responsabilidades apuntadas anteriormente.


Igual situación ocurre con el Reglamento para la Determinación de Responsabilidad y con el Reglamento para el Ejercicio de las Funciones Jurisdiccionales.

3.8.2
Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado

Una situación similar ocurre con la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, aprobada por Decreto Legislativo número 516, de fecha 23 de noviembre de 1995, publicado en el Diario Oficial número 7, tomo número 330, de fecha 11 de enero de 1996, y su reglamento (Decreto Ejecutivo número 82, de fecha 16 de agosto de 1996, publicado en el Diario Oficial número 161, tomo número 332, de fecha 30 de agosto de 1996).


Esta ley tiene por objeto normar y armonizar la gestión financiera del sector público. Nada prevé sobre un programa de protección a testigos y/o denunciantes de delitos.

3.8.2 Presupuesto de la Policía Nacional Civil

Como lo dijimos anteriormente, los únicos mecanismos de protección a testigos y/o denunciantes de delitos que funcionan en El Salvador son desarrollados por la Policía Nacional Civil. En razón de ello resulta importante establecer algunos elementos del presupuesto y el número de miembros con que cuenta dicha organización. Por razones de “seguridad” no se tuvo acceso al presupuesto específico ni al número de miembros de la División de Protección de Personalidades de la Policía Nacional Civil, que es la unidad que desarrolla las medidas de protección a testigos y víctimas, por lo que sólo se puede colegir del presupuesto general de la institución.

Asignación Presupuestaria

Código
Línea de Trabajo
Monto



2000-2100-2-03-01

02
Dirección y Administración

Eficacia Policial
232,644,880

1,051,511,615




Total


1,284,176,495

Clasificación del Personal por Actividad a Tiempo Completo

Clasificación


Ley de Salarios


Contratos
Total
Monto

Personal Ejecutivo

Profesional Universitario

Personal Técnico

Personal Administrativo

Personal de Seguridad Pública

Personal de Obra

Personal de Servicio


7

1,135

1,887

18,284

147

735
4

20

141

144

113

1,219
4

27

1,276

2,031

18,284

260

1,954
1,248,240

3,050,640

75,527,280

77,305,380

750,829,800

8,630,400

59,158,320

Total


22,195
1,641
23,836
975,750,060

En conclusión la Policía Nacional Civil cuenta con 18,284 policías, incluidos los que se asignan para la protección a testigos y/o denunciantes de delitos, lo que da cuenta de los limitados recursos con que se cuenta. Ya que estos policías deben ser distribuidos en las distintas divisiones, delegaciones y puestos de policía diseminados en los 262 municipios del país.

4. El Programa de Protección a Testigos que actualmente funciona en la Policía Nacional Civil

La Comisión Coordinadora del Sector de Justicia, integrada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, el Ministro de Seguridad Pública y Justicia, el Fiscal General de la República, el Procurador General de la República y el Presidente del Consejo Nacional de la Judicatura. Fue creada mediante la Ley Orgánica de la Comisión Coordinadora del Sector de Justicia y de la Unidad Técnica Ejecutiva (Decreto Legislativo número 639, de fecha 22 de febrero de 1996, publicado en el Diario Oficial número 48, tomo número 330, de fecha 8 de marzo de 1996).


Esta comisión aprobó un Plan Quinquenal para el Sector de Justicia 1998 – 2002. Entre los proyectos que contempló en este plan se encuentra el diseño e implementación de un programa de protección a víctimas y testigos de delitos.


Como producto de este proyecto se realizó un estudio del actual programa de protección a testigos que se desarrolla en la Policía Nacional Civil y unas recomendaciones para el diseño de un futuro programa de protección a víctimas y testigos de delitos. Se encuentra pendiente dicho diseño.


A continuación se presenta un resumen de los resultados arrojados en este estudio, el cual fue autorizado por la Unidad Técnica Ejecutiva del Sector de Justicia.

Programa de la Policía Nacional Civil

El programa actual de la Policía Nacional Civil, que está en operación desde 1996 y que fue mejorado en 1998, fue desarrollado por la Policía en cooperación con el servicio de “U.S. Marshall”, y está siendo operado y administrado bajo la Unidad de Protección de Personalidades Importantes. El programa se ejecuta como un proyecto de la Policía Nacional Civil y no tiene todavía legislación específica para apoyar su operación, con la excepción de una vaga referencia en el Artículo 241, número 11, del Código Procesal Penal. Este artículo establece que “los oficiales y agentes de la Policía tienen la obligación de ayudar a las víctimas y proteger a los testigos”. El Decreto del Ministerio de Justicia para el PPI, que dirige esta Unidad, en verdad contradice las directivas del programa de protección de testigos bajo el PPI. El Decreto establece que una persona que requiera la protección de la Policía Nacional, tal como un testigo, una víctima o un juez debe requerir esta protección por escrito al Director de la Policía Nacional Civil. El Director responderá dentro de tres días y después de evaluar el grado de peligro, proporcionará protección hasta por 90 días,  o como el Director lo estime apropiado. La seguridad adicional, o cualquier extensión del tiempo, será de responsabilidad de la persona que solicite la protección. 

El Programa de Protección de Testigos de la Policía Nacional requiere que los individuos solicitantes de protección contacten a la Policía Nacional o que la Fiscalía General de la República. La protección es otorgada por un período de 45 a 90 días si se evalúa que el peligro es de “alto grado”. El peligro categorizado como “grado medio” requiere hasta 45 días de protección. Los oficiales son asignados a  una protección detallada de siete días y es responsabilidad de la persona protegida proporcionar casa y comida al oficial, ya que la mayoría de oficiales son simplemente dejados en un lugar para proteger un individuo y están usualmente sin vehículo. En situaciones de emergencia, las personas, y algunas veces sus familiares son ubicados en lugares seguros propiedad de la Policía Nacional. Estas casas sirven en parte como cuarteles para el PPI, y en parte para alojar a los testigos. Estos lugares también son utilizados en situaciones de emergencia como albergues temporales hasta que se encuentra un lugar más permanente, mientras los testigos esperan por su seguro retorno a sus comunidades. 

El programa de la Policía Nacional tiene guías de admisión de testigos y víctimas; así como requerimientos para ingresar al programa. El tipo de delitos es simplemente clasificado como un “caso relevante”, ya que por ley la Policía Nacional es obligada a proteger a todos los testigos y víctimas. El programa define el alto grado de peligro sobre la base de la amenaza. La solicitud de aceptación en el programa debe ser elaborado por los fiscales, el juez, la Policía Nacional o los defensores en el caso de un cooperante co-conspirador. El grado medio de protección está limitado a aquellos que no han caído dentro del criterio mencionado arriba. El nivel medio de protección de la Policía Nacional está limitado al continuo patrullaje policial y supervisión como parte de las funciones regulares y obligaciones descrita en el Artículo 241, número 11, del Código Procesal Penal. 

De acuerdo a la Policía Nacional, desde que el programa fue mejorado en 1998, 189 testigos han recibido protección. La Unidad para la Protección de Personalidades Importantes ha implementado a sistema muy seguro para mantener la integridad y confidencialidad de los archivos para testigos y víctimas protegidas bajo el programa. Sin embargo, no existe sanción penal por la violación de este deber de confidencialidad. Las unidades directivas también proporcionan la reubicación de testigos de alto riesgo en cualquier lugar de la República de El Salador o en el extranjero. 

Este programa podría solucionar el programa de protección de víctimas y testigos en El Salvador, si se implementaran los siguientes cambios: 

· Que la Unidad sea apoyada por una legislación para asegurar su continuidad. 

· Que la Unidad sea financiada apropiadamente. Actualmente la falta de vehículos y equipo de comunicación no le permite a la Unidad operar eficiente y efectivamente para proporcionar a los clientes el sentido de seguridad necesario para que el programa sea exitoso. 

· Mejor interacción entre los varios componentes del sistema de administración de justicia.

· Activa participación administrativa de la Fiscalía General de la República, la cual es responsable del proceso de investigación en El Salvador. 

Finalmente, se debe reconocer que se ha suplido la falta de desarrollo legal de este programa mediante medidas de hecho.

Recomendaciones para un programa en El Salvador 

Estas recomendaciones son guías para crear un programa de protección a testigos y víctimas. El establecer tal programa requiere cambios de las políticas administrativas y operacionales dentro de la Fiscalía General de la República y la Policía Nacional Civil, pero no requiere ningún cambio legislativo. Este programa podrá ser usado para proteger testigos por períodos cortos de tiempo cuando sea necesario para un exitoso enjuiciamiento de ciertos delitos. Más aun, tal programa podría ser utilizado para testigos por largos períodos de tiempo, dado la notoriedad del  perpetrador del delito, donde el peligro a los testigos y a su familia es grande, probablemente cuando el juicio haya finalizado. 

Este programa requerirá coordinación y cooperación entre la Policía Nacional y la Fiscalía General de la República. La responsabilidad administrativa del programa debe recaer bajo la Fiscalía General de la República, mientras que la operatividad debe estar bajo la Policía Nacional Civil. Todo el personal asignado al programa debe recibir capacitación para familiarizarse con el programa. Para cumplir con los objetivos del programa, a los miembros de la Policía Nacional se les debe brindar capacitación táctica en la Academia Nacional de Seguridad Pública. Todos los participantes en la administración o conducción del programa serán sujetos a un examen periódico y profundo de sus antecedentes, conducido por la división apropiada de la Policía Nacional Civil. El Fiscal General de la República deberá nombrar el Director del Programa, y el Director de la Policía Nacional Civil, con el acuerdo del Fiscal General de la República, deberá nombrar el Coordinador de Operaciones. Se establecerán los requisitos mínimos para llenar estas posiciones. El programa  operará 24 horas al día, siete días a la semana, con una línea caliente “hotline” para testigos, disponible en todo momento, de tal forma que las amenazas podrían ser reportadas y dirigidas eficientemente. Los testigos sujetos a amenaza o acciones que negativamente impacten su habilidad para testificar deberán notificar a la línea caliente para que ésta los ayude y se tomen inmediatamente los pasos necesarios para proteger a las personas. 

Los testigos podrían ser referidos al programa por los investigadores, los fiscales, la línea caliente, el Fiscal General o los abogados defensores en casos que involucren co-conspiración. El Director del programa y el Coordinador de operaciones evaluarán estas referencias y el personal de la Policía Nacional Civil asignado al programa investigará cualquier amenaza a los testigos o víctimas. Se tomarán acciones policiales y de procesamiento apropiadas contra cualquier persona amenazando o intentando influenciar a los testigos o víctimas. El Coordinador de Operaciones o su representante determinará el tipo de protección dada a los testigos y víctimas, basado en la naturaleza de la amenaza. Un comité de apelaciones evaluará los méritos de los casos que podrían ser rechazados por el Director del Programa. El principal criterio para la participación en el programa deberá ser asociado directamente con la importancia del testimonio del testigo o víctima para apropiadamente enjuiciar al perpetrador del delito. Los beneficios de este programa se extenderán a testigos y víctimas de delitos relevantes, tales como asesinato, secuestro, tráfico de drogas y cualquier otro delito o caso que, bajo la discreción del Director del Programa, garantice la incorporación dentro del mismo. 

La participación en el programa será voluntaria. Se solicitará a aquellas personas participantes firmar un acuerdo, en el que se establezcan las circunstancias específicas de su participación y el nivel de protección necesario, así como el proceso de transición a la conclusión de éste. Aquellas personas que declinen de participar en el programa deberán hacerlo por escrito. Aquellas personas que soliciten dejar el programa podrán hacerlo después de firmar una liberación de responsabilidad para ese efecto. Dejar el programa o declinar de participar no eliminará la obligación del testigo a testificar. 

Cualquier pariente de sangre u otro familiar del testigo o víctima podría también ser aceptado en el programa si fuese amenazado, o si es potencial, o si fuera determinado que no aceptarlo en el programa afectará el testimonio y participación del testigo actual. El programa ofrecerá asistencia médica y psicológica a sus clientes. 

El Director del Programa y el Coordinador de Operaciones crearán una Comisión en la cual ellos participarán. Esta Comisión estará conformada por otras agencias gubernamentales para proporcionar asistencia social, médica, educacional y cualquier otro servicio profesional requerido por los testigos o víctimas y sus familiares. Los miembros de la Comisión estarán sujetos a un estricto análisis de sus antecedentes para mantener la integridad del programa y  proteger mejor a los testigos y víctimas. Se mantendrán las residencias a los participantes en un programa de hogares temporales y los esfuerzos para reubicarlos será responsabilidad del Director. La reubicación a otros partes del país o al extranjero serán evaluadas en cada caso. 

Cualquier información sobre administración y operación de este programa es considerada confidencial. La violación a la confidencialidad del programa será sancionada. Se deberán crear fondos especiales dentro del presupuesto de la Fiscalía General de la República para dar inicio a este programa. 

Esta es la situación de este proyecto. El mismo se encuentra en una fase embrionaria, diagnóstica y de factibilidad. El siguiente paso será el diseño del programa, para luego implementarlo.

5.
Conclusiones

1. El Código Procesal Penal establece a la Policía Nacional Civil el deber de brindar protección a los testigos de delitos y a las víctimas. Sin embargo, no se desarrollan lineamientos de un programa para brindar tal protección.

2. La Ley Orgánica de la Policía Nacional Civil creó la División de Protección de Personalidades, la cual cuenta con un limitado programa de protección a testigos de delitos, el cual puede ser fortalecido para mejorar los servicios que brinda.

3. La Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial, constituye una regulación incipiente para el establecimiento de un programa de protección a testigos, víctimas y/o denunciantes de delitos, incluidos los constitutivos de actos de corrupción. Pero resulta insuficiente, por lo que debe motivarse una reforma legal integral sobre el tema.

4. La Policía Nacional Civil ha sido la institución que ha brindado los servicios de protección a testigos y/o víctimas de delitos.  Los recursos con que cuenta son insuficientes, y la falta de desarrollo legislativo ha motivado medidas de hecho para lograr un funcionamiento del servicio del programa de protección.

5. Los casos que se atienden en el programa de protección que dirige la Policía Nacional Civil no están claramente definidos.

6. La autonomía del funcionario responsable del programa de protección, es limitada. Pues de conformidad con la Ley de Protección de Personas Sujetas a Seguridad Especial, la decisión de brindar la protección depende del Director General de la Policía Nacional Civil.

7. Las medidas de protección se limitan a una presencia física de los policías, con deberes de seguridad y acompañamiento de la persona. Muy excepcionalmente se brindan otro tipo de medidas de protección.

8. No se prevé de manera expresa en la legislación nacional la posibilidad de obtener apoyo internacional para el programa de protección. Sin embargo, la Policía Nacional Civil ha recibido el apoyo de algunos organismos, por ejemplo el “US Marshall” de los Estados Unidos de América.

9. El presupuesto que la Policía Nacional Civil destina al programa de protección es limitado. De hecho en los últimos meses se han despedido supernumerarios que brindaban este servicio de protección.

10. Finalmente, se reitera que, como se afirmó anteriormente, la legislación con que se cuenta es mínima, falta desarrollar aún más lo atinente a un programa de esta naturaleza. Un ejemplo de ello son los esfuerzos de la Comisión Coordinadora del Sector de Justicia por dotar de un programa de protección al sistema de administración de justicia; empero, no se cuenta con recursos para su implementación.
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